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1. INTRODUCCIÓN 
El tema de la revocación de la ley y su relación con los derechos 
adquiridos es de difícil interpretación en su aspecto técnico y de rica 
aplicación en la vida práctica de las relaciones jurídicas eclesiales; 
pero, sobre todo, es un tema cuya fundamentación dogmático-jurídica 
es enormemente sugestiva, en especial, a partir de la doctrina ema-
nada del Concilio Vaticano 11, como consecuencia de la reflexión que, 
en él, la Iglesia ha hecho sobre sí misma. 
Una de las muchas consecuencias jurídicas que de dicha doctrina 
se derivan la ha señalado Lombardía 1 cuando habla de la correspon-
sabilidad de los fieles en la estructuración del ordenamiento canóni-
co que él, siguiendo a Hervada, llama «ordenamiento canónico in fieri», 
y que consiste en «el conjunto de factores cuya eficacia estructurante 
se concreta en crear, modificar y extinguir relaciones jurídicas». 
1. P. LOMBARDfA, Norma y ordenamiento jurídico en el momento actual de 
la vida de la Iglesia, en Actas del 111 Congreso Internacional de Derecho Canó-
nico, Pamplona 1979, p. 866. 
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Pues bien, es esa corresponsabilidad uno de los motivos que im-
pulsan a los fieles al dinamismo en la creación de relaciones jurídi-
cas, y una de las razones que avalan el respeto que las leyes futuras 
han de tener a los derechos adquiridos, fundamento jurídico del naci-
miento y permanencia de muchas de dichas relaciones. De ahí el ca-
rácter irretroactivo que las leyes tienen por su naturaleza y que el 
ele lo recoge formalmente en los cc. 4 y 10. 
Son tres, pues, los conceptos jurídicos que hemos de desarrollar 
para llegar, como conclusión lógica, al conocimiento de las conse-
cuencias que tiene para la legislación canónica la existencia del prin-
cipio de los derechos adquiridos: revocación de la ley, derechos ad-
quiridos e irretroactividad de la ley. 
11. REVOCACIÓN DE LA LEY 
1. Noción: A tenor del c. 22, la revocación es la supresión o mo-
dificación de una ley, que la autoridad competente hace a través de 
otra, bien manifestándolo expresamente, bien modificando el conte-
nido de la anterior mediante un supuesto de hecho que sea directa-
mente contrario o que regule íntegramente ex novo la misma materia. 
2. Formas de revocación: La revocación es explícita cuando, con 
palabras expresas, se suprime el supuesto de hecho de la ley anterior. 
Si la supresión es total se suele llamar abrogación v.g. cc. 6, n. 1; 
206; 489; etc.; si es parcial, derogación, V.g. cc. 22; 27 § 1; 1040. 
La revocación es implícita cuando el contenido de la ley anterior 
se suprime por incompatibilidad con el supuesto de hecho de la nue-
va ley. Nos encontramos, entonces, ante el concepto preciso de abro-
gación, que puede darse en los siguientes casos: a) Si la ley posterior 
es directamente contraria a la anterior. Ello sucede siempre que la 
ley posterior establece una situación incompatible con la propia de 
la ley anterior 2; bien porque afirma o niega lo contrario de la ante-
rior V.g. la nueva ley de ayuno eucarístico permite beber agua, que 
estaba prohibido en la anterior; bien porque crea un elemento nuevo 
que imposibilita la permanencia de la norma anterior v.g. el ele se-
ñala en 16 años la edad mínima para que el varón pueda contraer 
matrimonio (c. 1067 § 1), mientras que en la legislación anterior era 
suficiente 14 afios. 
2. Si la ley nueva sólo añade algo a la anterior que no obstaculiza su ob-
servancia, estamos ante la figura denominad;t subrogación. 
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El c. 22 requiere, para que haya abrogación, que la ley posterior 
«sit illi directe contraria». Los canonistas escriben sobre la posibilidad 
de una verdadera contradicción, pero indirecta; a la vez que se pre-
guntan si ella tiene cabida en la disposición de este canon. Exponga-
mos la opinión de algunos, por vía de ejemplo. 
Para Michiels 3 se da contradicción directa sólo entre dos leyes del 
mismo género y de la misma extensión; pues la incompatibilidad 
entre ellas manifiesta directamente la permanencia de la segunda por 
voluntad del legislador. En la contradicción indirecta, sin embargo, 
la ley nueva se opone a la anterior sólo «in obliquo», i.e. el objeto 
de ambas es formalmente diverso, pero mantienen entre sí cierta co-
nexión de dependencia efectiva; y pone como ejemplo una ley nueva 
que regule los estudios de los clérigos, regulación en la que se incluye 
la modificación de la edad para ordenarse. 
Van Hove afirma: « .. .indirecta autem est quando lex posterior 
statuit diversa a lege anteriore, conexa tamen cum eis quae in lege 
anteriore statuuntur» 4. 
Vermeersch-Creusen, por su parte, defiende la existencia de contra-
dicción indirecta siempre que la ley posterior «positive statuat quid-
piam quod cum priore lege perfecte componi nequit, vel cum excep-
tionem inducit a lege generaliore» 5. 
Todos ellos incluyen la contradicción indirecta en el contenido del 
c.22. 
A pesar de tratarse de opiniones tan autorizadas considero que 
ninguna prueba la existencia de una verdadera contradicción indi-
recta, sino que exponen, matizada, la cotradicción directa. A Van Hove 
he de decir que no es sufiCiente la diversidad, sino que se requiere 
la contrariedad; y si ésta existe, es la directa, como afirma el canon. 
Vermeersch-Creusen presenta una abrogación análoga a la deroga-
ción, pero en la que hay contradicción directa. Y Michiels se refiere 
a una ley cuyo supuesto de hecho es más amplio que el de la anterior 
-por lo que lo abarca íntegro-, y que lo abroga porque se opone 
aél directamente. 
b) Si la ley posterior regula íntegramente la materia de la ante-
rior. Así sucede cuando una normativa nueva ordena ex integro un 
instituto jurídico, previamente regulado por otras normas, v.g. la 
3. G. MICHIELS, Normae generales luris canonici, Romae 1949, pp. 656-657. 
4. A. VAN HOVE, De legibus ecclesiasticis, Romae 1930, p. 353. 
5. A. VERMEERSCH·J. CREUSEN, Epitome iuris canonici, Mechliniae, 1947, 1, 
n. 102. 
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Constitución Regimini Ecclesiae universae sobre la Reforma de la 
Curia Romana, revoca los cc. 242-264. 
En este supuesto quedan revocadas todas las normas anteriores, 
aunque no sean contrarias: esa es la mente del legislador, pues sería 
contra el bien común la coexistencia de dos normas distintas regu-
lando la misma realidad. 
3. Efecto jurídico: El efecto jurídico inmediato de la ley reno-
vadora es precisamente la revocación de la ley anterior o, lo que es 
igual, la supr~sión de su imperatividad jurídica vinculante, como con-
secuencia de haberle quedado anulado el carácter de fuente creadora 
de derecho objetivo. Pero no siempre sucede este evento; el mismo 
c. 22 establece varias excepciones: una que se refiere a las leyes par-
ticulares anteriores al cle (c. 6 n. 1), y otra que, con carácter general 
mira hacia el futuro y es la que nos interesa reseñar aquí: los esta-
tutos de lugares especiales y personas singulares -dice el canon-, 
sólo quedan derogados si la ley así lo establece expresamente. 
La fórmula, recogida literalmente de Bonifacio VIII 6, ha de ser 
interpretada a tenor del c. 6, n. 2. De ahí que entendamos por estatuto 
todo ordenamiento jurídico dado por aquel que tiene potestad de 
jurisdicción, sea cual fuere el vehículo instrumental utilizado como 
fuente creadora de derecho: ley particular, precepto, privilegio, etc. 
Por lugar especial, cualquier territorio que pueda ser destinatario de 
tales normas. Por persona singular, toda persona jurídica capaz de 
recibir una norma jurídica -no precisamente una ley-o En cuanto a 
la persona física, los autores discrepan a la hora de considerarla como 
destinataria o no de un estatuto 7. Por mi parte, considero que no es 
necesario incluir a la persona física en la excepción de este c.; ya 
que el derecho objetivo, sea cual fuere su fuente, cuando se encarna 
en ella, se convierte en derecho subjetivo adquirido; por lb que su 
situación especial queda ya contemplada en los cc. 4 y 10 de los 
que hablaremos enseguida. 
La razón formal y psicológica de la excepción es, según Bonifa-
cio VIII, la probable ignorancia que el superior puede tener de tales 
situaciones; pero la verdadera y profunda razón jurídica es la mis-
ma que asiste a los derechos adquiridos, de la que se tratará en el 
n. 2 del próximo apartado. 
6. In VI.°, 1, 2, 1. 
7. G. MICHIELS, O.C., p. 662 Y H. CICOGNANI-D. STAFFA, Commentarium ad li-
brum l CIC, Romae, 1939, 1, p. 358, lo afirman. A. VAN HOVE, o.c., p. 356, lo niega. 
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nI. DERECHOS ADQUIRIDOS 
1. Noción: La expresión <dura aliis quaesita» del c. 4 se refiere 
al conjunto de aquellos derechos subjetivos, públicos y privados, que 
engrosan el patrimonio jurídico del fiel, y que los ha adquirido al 
colocarse en el supuesto de hecho de la norma, bien por un acto ins-
titucional V.g. provisión de un oficio, bien por un negocio jurídico 
V.g. matrimonio. 
El derecho subjetivo, a su vez, puede definirse con palabras de 
Onclin, apoyado en otros autores, como «relatio illa prioritatis et ex-
clusivitatis fundata in normis iuris obiectivi et vi cuius persona prior 
est, et quidem cum exclusione aliorum, per respectum ad res vel 
actiones quae iuris obiectivi regulis determinantur ac ipsi destinan-
tur» 8. De esta relación de prioridad y exclusividad nace la «facultas 
moralis ... habendi, faciendi vel exigendi» en la que otros cifran la 
noción de derecho subjetivo 9. 
El derecho subjetivo se diferencia de la simple capacidad jurídica 
en que ésta sólo contiene la habilidad que toda norma vigente da a 
sus destinatarios, para que, mediante un hecho o acto jurídico deter-
minado, puedan constituirse dentro de su supuesto de hecho. Ahora 
bien, mientras esto no suceda no se adquiere el derecho subjetivo. 
También se diferencia de la espectativa de derecho. Esta se da 
cuando el hecho jurídico, que sirve de título para alcanzar el derecho, 
es complejo y su realización aún permanece incompleta, v.g. el can-
didato a un oficio para el que sólo ha sido designado, pero aún no 
ha recibido la provisión ni toma de posesión. 
La diferencia con los derechos llamados «innatos» es de naturaleza 
distinta. El cristiano, en virtud de su configuración Cristocéntrica a 
través del bautismo, se incorpora ontológicamente a la Iglesia; gra-
cias a dicha condición sacramental y fundado en ella, todo fiel que 
vive en comunión dentro de la Iglesia católica, goza de unos derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución dogmática Lumen gen-
tium 10. Tales derechos pertenecen a todos los fieles por igual, pues 
8. W. ONCLIN, De iurium subiectivorum in Ecclesia fundamento ac natura, 
en Acta Congressus intemationalis iuris canonici, Romae 1953, pp. 212-213. 
Vid. también 1. DE LUGo,De iustitia et iure, Lugduni, 1652, Disp. I, sect. 1; 
A. VERMEERSCH, Theologiae moralis principia, responsa, consilia, Brugis, 1928, 
t. 2, n. 341; A. VAN HOVE, Prolegomena ad CIC, Mechliniae 1945, pp. 6-7. 
9. Cfr.F. SUÁREZ, Tractatus de legibus, Antuerpiae, 1631, 1. 1, c. 2, n. 4; 
F. WERNZ, lus Decretalium, 1, Romae 1898, n. 45. pp. 49-50. 
10. Un estudio profundo que supone una notable aportación sobre este 
tema puede verse en A. DEL PORTILLO, Fieles y laicos en la Iglesia. Bases de 
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son consecuencia inmediata de la personalidad sobrenatural que les 
da la «dignidad y libertad de los hijos de Dios», que el Concilio señala 
como condición del Pueblo de Dios 11. Pues bien, estos derechos re-
quieren ser formalizados 12 mediante mecanismos técnicos -normas 
jurídicas-'- que garanticen su aplicación. Es más, su existencia incide 
en el resto de la normativa canónica, teniendo para ella una función 
orientadora, «pues sería insuficiente su proclamación jurídica si no 
fuera acompañada por una revisión de las restantes normas que ÍIlte-
gran el ordenamiento canónico -organización de los ()ficios eclesiás-
ticos, etc.- de manera que constantemente se tengan presentes esos 
derechos, para darles el debido cauce legal y facilitar su ordenado 
ejercicio» 13. Tal es el espíritu que informa, tanto el Proyecto de Ley 
fundamental como la Reforma del CIC. 
Tras lo expuesto considero existen elementos de juicio suficientes 
para establecer la diferencia de estos derechos «innatos» con los de-
rechos adquiridos, a los que se refiere el c. 4: ambos son derechos 
subjetivos; unos, los segundos, tienen como único fundamento jurí-
dico inmediato la ley positiva, que se realiza y encarna en el sujeto 
destinatario a través de un título jurídico concreto; los «innatos» 
tienen su fundamento jurídico inmediato radical en la voluntad fun-
dacional de Cristo -Derecho divino-, que se realiza y encarna en 
el sujeto destinatario a través del bautismo, realidad ontológico-sacra-
mental con exigencias de justicia; y sólo tienen en la ley positiva 
el fundamento jurídico de su expresión técnica o formalización. Otra 
diferencia muy importante es que los derechos subjetivos fundamen-
tales constituyen la razón que justifica la existencia del c. 4 o con 
expresión más precisa, la fundamentación dogmático-jurídica de los 
derechos adquiridos. 
sus respectivos estatutos jurídicos, Pamplona 1969; y P. J. VILADRICH, Teoría 
dé los derechos fundamentales del fiel. Presupuestos críticos, Pamplona 1969. 
Vid. también, W. BERTRAMS, De constitutione Ecclesiae simul charismatica et 
institutionali, en Periodica 57, 1958, pp. 281 ss. Los últimos estudios sobre la 
materia pueden verse en las Actas del IV Congreso internacional de D.C., Fri-
burgo 1980, cuyo enunciado es «Les droits fundamentaux du chretien dans 
l'Eglise et dans la societé». 
Como afirma A. DEL PORTILLO, Los derechos de los fieles, en Ius Canoni-
cum, 11, 21 (1971), pp. 72-73, los derechos fundamentales del fiel no se contra-
ponen a los «derechos humanos» que corresponden a todos los hombres por 
igual, sino que, al contrario, los presupone, los respeta, y, es más, los per-
fecciona como la gracia perfecciona la naturaleza. 
11. Lumen gentium, n. 9. 
12. Un estudio más detallado sobre este tema y sobre el concepto de «for-
malización» puede verse en J. HERVADA-P. LOMBARDfA, El Derecho del pueblo de 
Dios. l. Introducción. La constitución de la Iglesia, Pamplona 1970, pp. 51-56. 
13. A. DEL PORTILLO, Los derechos .. . , . cit., p. 81. 
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2. Fundamentación dogmdtico-jurídica: La canonística anterior 
al Concilio, siguiendo vestigios civilistas, fundamenta los derechos 
adquiridos en diversas teorías filosófico jurídicas como son: la teoría 
de los derechos adquiridos y de las expectativas; la de la condición 
jurídica; la de la dependencia de un hecho pretérito; la del fin de las 
leyes, etc. 14. 
El Concilio nOs ha deparado la oportunidad de conocer más a 
fondo la realidad del hombre y de su inserción en la Iglesia. Lo que, 
a . su. luz, me lleva a hacer la siguiente reflexión: La Constitución dog-
mática Lumen gentium nos presenta a la Iglesia como Pueblo de 
Dios 15, en el que por voluntad fundacional de Cristo existe igualdad 
fundamental «quoad dignitatem et actionem cunctis fidelibus commu-
nem circa aedificationem Corporis Christi» 18, a la vez que una desi-
gualdad esencial pero sólo funcional 1?; califica el munus jerárquico 
de «diakonía seu ministerium» 18, porque la misión de los Ministros 
titulares de la potestad sagrada no es otra que la de servir a sus 
hermanos «ut omnes qui de Populo Dei sunt, ideoque vera dignitate 
christiana gaudent, ad eumdem finem -la expansión del Reino de 
Dios en la tierra 19_ libere et ordinatim conspirantes, ad salutem per-
veniant» 20. Todo lo cual, traducido a términos jurídicos, nos lleva a 
afirmar que «el Derecho canónico no es sólo un conjunto de leyes 
que deben ser obedecidas: es, ante todo, la estructura jurídica de la 
Iglesia peregrina o militante -no una superestructura añadida arti-
ficialmente-, que se dirige a establecer y tutelar la totalidad del 
orden social justo en el Pueblo de Dios. No es, pues, un instrumento 
de mando en manos del poder, sino una norma de conducta para 
gobernantes y gobernados, enraizada en el carácter sacramental de 
la Iglesia, para promover así el bien común de la sociedad eclesial, su-
bordinado a su vez a la salus animarum, que es el fin último de la 
Iglesia y de toda su actividad» 21. 
Añadamos a ello otra razón lógica, a saber: que la salus unius-
14. Vid. la explicación de cada una en A. VAN HOVE, De legibus ... , cit., 
pp. 26-32. 
15. L.G., cap. n. 
16. L.G., n. 32. 
17. L.G., n. 10. 
18. L.G., n. 24. 
19. L.G., n. 9. 
20. L.G., n. 18. 
21. A. DEL PORTILLO, Los derechos ... , cit., pp. 79-80. Vid. también, J. ARIAS, 
El sistema penal canón(co ante la reforma del CJC, en Ius Canonicum, 15, 
29 (1975), pp. 212 SS.; P. FELICI, El Concilio Vaticano JI y la nueva codificación 
canónica, en Ius Canonicum, 7 (1967), pp. 309 ss.;J. HERVADA, El ordenamiento 
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cuiusque animae 22 exige que toda norma canónica, para que, a tenor 
de 10 anteriormente expuesto sea justa, ha de considerar al destina-
tario uti singulus 23; así 10 ha de hacer tanto en su momento constitu-
tivo -siendo para cada uno cauce positivo de concreción de obliga-
ciones o de adquisición de derechos que le facilite la salvación-, como 
en su momento remisivo -respetando la riqueza del patrimonio jurí-
dico de cada uno, que compone el bagaje personal de facultades mo-
rales que posibilitan, en ámbito jurídico, la perfección cristiana indi-
vidual-. Supuesto todo 10 cual podernos concluir, sin temor a equi-
vocarnos, que el fundamento ontológico jurídico que justifica el prin-
cipio del respeto a los derechos subjetivos adquiridos, hay que situar-
lo en los bienes redentores que Cristo ha donado a los fieles en su 
Iglesia y que, en cuanto tinen una dimensión de justicia se traducen 
en derechos subjetivos fundamentales; uno de ellos, que en cierto 
modo engloba a los demás, es precisamente el derecho a ser bien 
gobernado, i.e. ser gobernados en un orden social justo que, como 
tal, facilite la salvación eterna personal. 
La formulación técnica de ese principio no puede faltar en el CIC. 
Por eso el Proyecto del nuevo Código 10 recoge también 24. 
3. Interpretación aplicativa del principio establecido en el c. 4. 
A pesar de que el CIC ha revocado las leyes anteriores que pudieron 
servir de fundamento jurídico para adquirir derechos, éstos quedan 
respetados si realmente se adquirieron. De ahí que permanecen ín-
tegros, a no ser que expresamente se revoquen: 
a) Aquellos derechos que realmente han sido adquiridos porque 
se realizó el hecho o acto jurídico requerido como título para su ad-
quisición; así por ejemplo el chico de 14 años que contrajo matri-
canónico, 1, Pamplona, 1966, pp. 186-233; P. LOMBARDfA, Il diritto canonico nella 
vita della Chiesa, en Studi Cattolici, 12 (1968), pp. 343 ss.; W. ONCLIN, Church 
and Church law, en Theological Studies, 24,4 (1967), pp. 733 ss. 
22. La razón por la que hablo de salus uniuscuiusque animae en lugar de 
salus animarum puede verse en mi trabajo El principio de legalidad en la re-
forma del libro V del ClC, en Ius Canonicum, 18, 35-36 (1978), p. 307, nota 44. 
23. T. GARCÍA BARBERENA, Comentarios al Código de D. c., IV, Madrid 1964, 
n. 208, p. 198, coincide expresamente en esta afirmación y en la razón que la 
fundamenta. 
24. El c. 4 del Proyecto dice así: <dura quaesita, itemque privilegia quae 
ab Apostolica Sede ad haec usque tempora personis sive physicis sive iuridicis 
concessa, in usu sunt nec revocata, integra manent, nisi huius Codicis cano-
nibus expresse revocentur». Lo mismo sucede con el principio de irretroactivi-
dad, que está recogido en el c. 9: «Leges respiciunt futura, non praeterita, nisi 
nominatim in eis de praeteritis caveatur». 
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monio antes del ele, permanece casado a pesar de 10 establecido en 
el c. 1067 § 1. Por el contrario, no pueden reivindicarse aquellos de-
rechos que no han sido verdaderamente adquiridos. 
a') Porque se trata de derechos para los que la ley anterior daba 
capacidad jurídica, pero que el sujeto no los adquirió por no haber 
tenido lugar el título jurídico necesario, v.g. el diácono que antes del 
ele no adquirió un beneficio parroquial, para el que tenía capacidad 
jurídica, ya no puede adquirirlo porque lo prohíbe el c. 453 § 1. 
b') Existen leyes, que, por su contenido y finalidad, sólo dan 
capacidad para ejercer un derecho, pero no pueden amparar derechos 
adquiridos; así sucede por ejemplo con las leyes procesales que re-
gulan los medios de prueba: éstas, por mirar inmediatamente al bien 
público no dan cabida a derechos adquiridos; por eso los medios de 
prueba siempre se regulan por la última ley vigente. El mismo criterio 
puede aplicarse a las leyes que regulan el estado de las personas; 
sírvanos de ejemplo el estado clerical: el clérigo puede ejercer todos 
los derechos propios de su estado mientras permanece en él, pero 
no podrá reivindicar derecho adquirido alguno una vez reducido al 
estado laical; por la misma razón, el legislador podrá modificar el 
estatuto de los clérigos en un momento determinado si así 10 exige 
el bien común v.g. renunciando al privilegio del fuero; pues bien, 
ningún clérigo podrá oponerse a tal decisión esgrimiendo el argumen-
to de la posesión de un derecho adquirido previamente. 
b) En el supuesto de expectativa de derecho, Le., cuando el título 
jurídico es complejo y se ha iniciado bajo el imperio de la ley ante-
rior -v.g. ha comenzado a transcurrir el tiempo de la prescripción, 
o ha sido designado el candidato a un beneficio-; pero ha de concluir 
bajo el imperio de la ley nueva, no puede hablarse de derecho adqui-
rido. ¿ Tienen sin embargo algún valor jurídico los hechos o actos 
parciales ya realizados? Veamos por partes. 
a') Si los actos jurídicos tienen entre sí una conexión causal, 
de tal forma que la presencia de uno sea incohativa de la existencia 
de los restantes, la existencia del primer acto, aunque no significa 
el derecho adquirido a los efectos jurídicos que se deducen de la 
realización del título jurídico completo, sí conlleva el derecho adqui-
rido a la realización de los demás actos, según la norma anterior; 
así si un diácono había sido legítimamente elegido o presentado para 
una parroquia bajo el imperio de la ley anterior, tiene derecho adqui-
rido a recibir la colación del beneficio según la misma ley y, por tanto, 
a que no se aplique el c. 453 § 1. La ley nueva sólo vige en todo 
aquello que se refiere a la forma en el procedimiento. 
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b') Si los actos jurídicos no están conectados causalmente, sino 
sólo formalmente, de tal manera que los segundos no sean más que 
efectos legales distintos y separables de los primeros, la presencia de 
éstos no conlleva derecho adquirido alguno a la existencia de los otros, 
v.g. la acción a urgir la celebración matrimonial, que asistía a quien 
contrajo esponsales antes del CIC, desaparece en virtud del c. 1017 § 3. 
c') Si, como sucede en la prescripción, se trata de un hecho ju-
rídico prolongado -intervalo de tiempo- que se inició pero no se 
concluyó bajo la ley anterior, no hay unanimidad en la doctrina a 
la hora de encontrar una solución satisfactoria. 
Unos autores 25, apoyados en el c. 1508, reenvían a los principios 
positivos de la legislación civil. Estos autores se olvidan que el c. 1511 
reserva al Derecho canónico, también el modo de contabilizar el tiem-
po de prescripción. 
Otros opinan que se debe aplicar la ley anterior, pero, a la hora 
de concretar, aducen razones distintas: por estricto derecho 26, ya que 
se trata de un negocio pendiente que, como tal, debe ser equiparado 
a los negocios pretéritos; o por equidad 21, para evitar perjuicio al 
sujeto activo si en la nueva ley se prorroga el tiempo, o al sujeto 
pasivo, si se acorta. 
Hay otros, por último, que defienden se debe aplicar la ley nueva, 
mas computando, por equidad, el tiempo que ha transcurrido bajo 
la ley anterior 28. Pero si la ley nueva lo que contempla no es ya el 
tiempo requerido, modificando su cantidad, sino la misma prescrip-
ción derogando su carácter de título jurídico para adquirir un dere-
cho, por supuesto que se aplica esta ley y el derecho no se adquiere; 
ya que el tiempo transcurrido bajo la ley anterior colocaba al sujeto 
en expectativa de derecho, pero nada más. 
Esta parece la más acertada por ser la más conforme al principio 
de irretroactividad establecido en cc. 4 y 10, a la vez que no contradi-
ce las exigencias de la equidad. 
Todo cuanto hemos dicho sobre la prescripción tiene perfecta apli-
cación al supuesto de la costumbre praeter o contra legem. 
25. B. M. FRISON, The retroactivity of law, Washington, 1946, pp. 169-174; 
T. L. BOUSCAREN, The canon law digest, J, Milwaukee 1934, p. 723. 
26. F. M. CAPELLO, De prescriptione, en Jus Pontificium, 4 (1924), pp. 21-22; 
G. VROMANT, De bonis Ecclesiae temporalibus, Lovanii 1927, pp. 151-152. 
27. A. VAN HOVE, De legibus.", cit., p. 46. 
28. G. MICHIELS, Normae" ., cit., pp. 87-89; A. VAN HOVE, o.C., p. 45. 
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IV. IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY y LOS DERECHOS ADQUIRIDOS 
1. Noción de retroactividad: Es la cualidad que asiste a una ley 
según la cual revoca, no sólo la ley contraria anterior, sino también 
cuantos derechos subjetivos se hayan adquirido al amparo de aquella. 
El c. 10, al afirmar que «las leyes miran a lo futuro, no a lo pasado», 
establece un principio general según el cual las leyes, si expresamente 
no se dice lo contrario, respetan todos los derechos adquiridos antes 
de su promulgación. 
2. Relación entre la irretroactividad de la ley y los derechos ad-
quiridos: Como puede desprenderse de loque acabamos de decir, exis-
te una conexión íntima entre ambas realidades, tanto en su aspecto 
conceptual 'como de fundamentacióndogmático-jurídica. 
2.1. Relación conceptual entre los cc. 10 y 4: D'Angelo y Frisan 
dicen que los principios establecidos en ambos cánones son, jurídi-
camente hablando -en el sistema positivo del CIC-, diversos e inde-
pendientes: según D'Angelo porque <<o •• nel c. 4, la presunzione sta pel 
rispetto ai diritti quesiti e quindi per la retroattivita della legge ... ; 
nel c. 10 invece la presunzione sta per la non-retroattivita .. . » 29; y Fri-
san porque «c. 10 excludes any absolute retroactivity ... , c. 4 ... is con-
cerned only with relative retroactivity» 30. 
Ante tales opiniones hemos de afirmar que, aunque es verdad que 
el c. 4 tiene fuerza vinculante por sí mismo, sin embargo, jurídica-
mente hablando, sólo hace concretar el principio general recogido 
en el c. 10, al supuesto de los derechos adquiridos anteriores al CIC. 
De ahí que se trate de dos normas, cuyos conceptos principales -de-
recho adquirido, irretroactividad de la ley- tiene el mismo contenido 
y juegan en el mismo sentido. 
2.2. Relación fundamental dogmático jurídica: La estructura cons-
titucional de la Iglesia, emanada de la voluntad fundacional de Jesu-
cristo, está hecha para que el Pueblo de Dios alcance el bien común 
-la perpetuación de la misión de Cristo en su dimensión social-, 
a través de un orden social justo. Para su consecución es necesario 
que la jerarquía, detentadora del poder, regule correctamente aque-
llas relaciones, situaciones y conductas que, dentro de la intersubje-
tividad y de la justicia, expresan, favorecen y tutelan «la esencia y 
29. S. D'ANGELO, Il ius quaesitum net dfritto canonico, en n-dirittó ecc1esias-
tico, 1922, n . 11. 
30. B. M. FRISON, The retroactivity, .. , cit., p. 104. 
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libertad de la persona». A ello se refería Pablo VI cuando afirmaba 
en el discurso con ocasión del cincuentenario de la promulgación del 
Código Pío-Benedictino: «Siendo la Iglesia una comunidad no sólo 
espiritual, sino también visible, orgánica, jerárquica, social y ordena-
da, necesita asimismo una ley escrita y exige los órganos convenien-
tes que la promulguen y la hagan observar, no por mero ejercicio de 
la autoridad, sino precisamente para tutelar la esencia y la libertad 
tanto de las personas morales como de las personas físicas que com-
ponen la misma Iglesia» 31. 
Es esa regulación justa la que, consecuente con las exigencias de 
los derechos fundamentales del fiel -que hunden sus raíces en la 
dignidad y libertad de los hijos de Dios 32_, está delimitada, entre 
otros, por el principio de irretroactividad de la ley; principio, que 
no es otra cosa sino la expresión normativa de la incidencia legal de 
ese otro principio previo: el respeto y tutela de los derechos adqui-
ridos, verdaderos cauces del ejercicio de libertad personal dentro de 
la seguridad jurídica. Y es esa misma regulación justa y acertada, 
la que en circunstancias excepcionales puede requerir el sacrificio de 
algún derecho adquirido en aras del progreso jurídico de la socie-
dad, que, por ser verdadero, tiende a la mejor consecución del bien 
común. Ahora bien, como la razón y fin del bien común es la salva-
ción de cada una de las almas, el sacrificio del derecho adquirido 
revierte, en última instancia, en beneficio de su titular: no podría ser 
de otra manera. 
3. Aplicación del princlplO de irretroactividad expresado en el 
c. 10: El principio de irretroactividad de raigambre multisecular -fue 
ya formulado en las Decretales de Gregorio IX 32_, lo recogió el CIC 
utilizando prácticamente las mismas palabras: «Leges respiciunt fu-
tura, non praeterita, nisi nominatim in eis de praeteritis caveatur». 
Dada la importancia del principio, éste informará todas las leyes, 
a no ser que excepcionalmente se haga mención de un caso nominatim, 
i.e. explicite. 
¿Se da en el CIC alguna de esas menciones? ¿Cuáles son y cómo 
se interpretan? 
No creo exista en el Código alguna ley irritante o inhabilitante que 
revoque derechos adquiridos. Aun en el supuesto de la pena de inha-
bilitación, no se pierden los derechos adquiridos; para ello haría 
31. L'Osservatore Romano, 28.V.l967, p. 1. 
32. L.G., n. 9. 
33. Cfr. X, 1, 2, 2; X, 1, 2, 13. 
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falta que en cada caso concreto se añadiera expresamente la pena de 
privación de tales derechos 34. 
Hay, sin embargo, en el Derecho penal otros cánones que requie-
ren explicación: el c. 2222 § 1 consagra el principio de discrecionali-
dad que, dado su antagonismo con el principio de legalidad estable-
cido en el c. 2195, ha hecho, en mi opinión, que la doctrina haya teni-
do que realizar un esfuerzo verdaderamente titánico para lograr su 
conjunción sin haberlo conseguido 35. Se trata de una contradicción 
que debería ser subsanada en el nuevo CIC, suprimiendo el c. 2222 
§ 1; ya que éste, al conceder al Superior la potestad de penar una ac-
ción, que cuando se cometió no estaba tipificada como delito, viola 
claramente el principio de irretroactividad 36. 
El c. 2232 § 2, al señalar , que la sentencia declaratoria retrotrae la 
pena al momento en ,que se cometió el , delito, utiliza el verbo «retro-
traer» de forma eufemística; ya que los efectos de la pena que pueden 
exigirse ex tunc, sólo son aquellos en los que se incurrió ipso facto; 
luego no se retrotraen. Sin embargo, aquellos otros cuya retrotracción 
perjudicaría a terceros v.g. prohibición de asistir a matrimonios, ad-
ministrarsacramentos, ejercicio del poder de jurisdicción, etc., no se 
retrotraen, sino que sólo son inválidos ex nunc; ,ex tunc , eran ilícitos 
y nada más. 
El c. 2226 § 2 y 3 sí encierra un caso claro de retroactividad de 
la ley, pero en favor del destinatario; por tanto, no se trata de revo-
car un derecho adquirido sino de conceder una facultad beneficiosa. 
En principio, la pena, una vez encarnada en el sujeto, se descuelga 
de la ley, no sigue sus avatares; pues bien, según el § 3, si la ley 
posterior suprime, aunque sólo sea el carácter penal de la ley ante-
rior, cesa inmediatamente la pena. Pone como excepción la censura, 
porque su absolución depende de la ruptura de contumacia del sujeto 
(t. 2248 § 2). 
A tenor del § 2 el delincuente puede encontrarse en las siguientes 
situaciones en las que siempre hay que aplicarle la ley más favorable: 
a) Si el acto constituye delito según la ley posterior y no según , la 
anterior, se aplica la anterior; si es al contrario, se retrotrae la pos-
terior. b) Si la ley anterior tipifica el delito con una pena ferendae 
34. C. 2296 § 2. 
35. Un estudio detenido y con referencias a la bibliografía sobre el tema, 
puede verse en mi trabajo ya citado El sistema penal ... , pp. 198-202. 
,,36. Sobre este tema puede verse mi trabajo El principio de legalidad ... , cit., 
en el que se estudia la irretroactividad de la ley, en relación con el principio de 
discrecionalidad recogido con tanta amplitud en el Proyecto de ley de Re-
forma del CIC. 
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sententiae y la posterior con una latae sententiae, se aplica la prime-
ra y, por tanto, no se incurre en ella hasta ser juzgado demostrada 
la culpabilidad; si es al contrario, la posterior no se puede retrotraer, 
ya que bajo la anterior se incurrió en la pena · ipso facto. Entonces 
puede aplicarse el § 3. c) Si la ley anterior establece una pena más 
suave o exige unos requisitos que hacen más difíéil incurrir en ella, 
se aplica ésta; en caso contrario, se retrotrae la ley posterior. 
V. A MODO DE EPiLOGO 
Una vez concluido cuanto ha quedado expuesto sobre los derechos 
adquiridos -iura quaesita- y su incidencia en la revocación de la 
ley a través del principio de irretroactividad, sólo queda añadir dos 
ideas . más que considero de interés. 
En primer lugar cabe afirmar, como hemos insinuado en páginas 
anteriores, que el Proyecto de ley de Revisión del Cle, en los c. 4, 
9 Y 20 recoge casi literalmente la legislación anterior al respecto. No 
podía ser de otra forma dada la importancia que, en todo Derecho 
y en especial el Canónico, como ha podido verse en las páginas ante-
riores, tiene la doctrina sobre los derechos adquiridos. 
Consecuente y en consonancia con ello nos proponemos hacer una 
segunda apreciación; a saber, el interés creciente que se denota por 
parte de la Iglesia a partir del Concilio Vaticano n, no sólo en reco-
nocer, sino también en proteger y defender los derechos verdadera-
mente adquiridos 37. A este respecto cabe señalar algunas de las afir-
maciones contenidas en los principios de la Reforma del CIC: «Quaes-
tio eaque gravis in futuro Codice solvenda proponitur, videlicet, qua 
ratione iura personarum definienda tuendaque sint ... Neque id sufficit 
ut tutela iurium in iure nostro convenienter vigeat. Agnoscenda enim 
sunt iura subiectiva vera et propria sine quibus ordinatio iuridica 
societatis vix concipitur. Proclamari idcirco oportet in iure canonico 
principium tutelae iuridicae aequo modo applicari superioribus et 
subditis, ita ut quaelibet arbitrarietatis suspicio in administratione 
ecclesiastica penitus evanescat» 38. 
La defensa jurisdiccional de los derechos adquiridos podrá reali-
zarse a través de la Sectio altera del Tribunal Supremo de la Signa-
37. Sobre este tema puede verse, E. LABANDEIRA, El objeto del recursó cOliten-
cioso-administrativo en la Iglesia y los derechos subjetivos, en Ius Canonicum, 
40 (1980), pp. 151-166. 
38. Cfr. Communicationes, 1, 1969, pp. 82-83. 
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tura Apostolica -tribunal contencioso administrativo creado por la 
Constitución Apostólica Regimini Ecclesiae Universae 39_ si se inter-
preta con amplitud el artículo 106 de dicha Constitución o se modi-
fica su redacción 40. No haberlo hecho así hasta ahora ha llevado a 
la Signatura Apostólica a una actitud a veces titubeante, a veces zig-
zagueante que no responde a las exigencias de la nueva Reforma tan 
claramente expresadas en sus principios directivos ya señalados 41. 
Para terminar quiero recordar aquí las palabras que Juan Pablo 11 
dirigió en octubre último a los participantes en el IV Congreso Inter-
nacional de Derecho Canónico, que confirman y dan fuerza con su 
autoridad pontificia a cuanto venimos diciendo: «Es misión de la 
Iglesia salvar a los hombres. Por tanto, ella debe procurar conocer 
cada vez mejor los derechos fundamentales del hombre y afanarse 
para que se respeten y se pongan en práctica ... ». 
«Por lo que se refiere a los derechos primarios de los cristianos, 
su definición comporta ciertamente un arduo trabajo. Este trabajo 
que comenzó ya, no sin grandes dificultades, el Conc. Vat. 11, debe 
continuar absolutamente. El derecho renovado de la Iglesia contri-
buirá indudablemente, por su parte, a que esos derechos sean tutela-
dos y llevados a la práctica 42; esto es tanto más necesario, cuanto 
que esos derechos de los cristianos requieren como fundamento los 
derechos primarios del hombre» 43. 
Pues bien, son esos mismos derechos primarios del hombre, y por 
tanto, del cristiano, los que exigen la tutela y puesta en práctica de 
los derechos subjetivos adquiridos, también ante la posible incidencia 
negativa que pueda tener en ellos le revocación de la ley bajo cuyo 
imperio fueron legítimamente adquiridos. 
39. Cfr. A.A.S., 59, 1967, pp. 885-928. 
40. El arto 106 de la REU dice así en su párrafo final: « ... In his casibus videt 
sive de admissione recursus sive de illegitimitate actus impugnati». Todo el 
problema se plantea a la hora de interpretar la expresión «de illegitimitate ... ». 
Una buena exposición sobre toda esta temática puede verse en E. LABANDEIRA, 
a.c., pp. 9 ss. 
41. Vid. E. LABANDEIRA, a.c. 
42. El subrayado es nuestro. 
43. J. PABLO 11, Discurso a los participan tés en el IV Congreso Internacional 
de Derecho Canónico, en «L'Osservatore Romano», Ed. española, 14.xn.80, p. 9, 
nn. 9-10. 

